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I. Presentación 

La Fundación para Estudio e Investigación de la Mujer (FEIM) es una Organización No Gubernamental sin fines de 
lucro de Argentina, creada en 1989 por un grupo de mujeres profesionales especialistas en género. Tiene como 
objetivo desarrollar investigaciones, estudios, programas, proyectos, cursos y otras actividades para mejorar la 
condición social, laboral, legal, política, económica, familiar y de salud de las mujeres en Argentina. Desde el 2006 
FEIM cuenta con Status Consultivo en la Comisión Económica Social de Naciones Unidas. 

Desde su creación, FEIM ha desarrollado programas y proyectos sobre Derechos de la Mujer, Mujer y Medio 
Ambiente, Tercera Edad, Salud Sexual y Reproductiva, Embarazo Adolescente, Sexualidad, ETS y VIH/SIDA1, así 
como acciones legales2..  

Después de años de recesión económica, Argentina atraviesa hoy un proceso de reactivación económica sostenida. 
La nueva realidad productiva, con niveles de superávit históricos, tiende a consolidarse. Los datos indican que la 
economía seguirá creciendo con tasas similares a las de los últimos índices, en un marco de estabilidad institucional. 
Sin embargo, la distribución de la riqueza es todavía un tema pendiente, en tanto persiste la gran desigualdad en la 
distribución. 

Este período de estabilidad no ha sido aprovechado para cumplir con las observaciones hechas oportunamente por 
distintos comités de Naciones Unidas3. A pesar de algunas iniciativas aisladas, una de las mayores deudas del 
Estado argentino continúa siendo una agenda clara respecto de los derechos humanos de las mujeres. La falta de 
estadísticas y registros oficiales, así como de políticas públicas explícitas, sigue siendo el principal obstáculo en este 
sentido, debemos remarcar la ausencia de datos oficiales desagregados por sexo, edad, y etnias que aún existe. 

El objeto de este informe es aportar un análisis crítico respecto a las obligaciones derivadas especialmente de la 
Convención para la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (CEDAW), el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultural (PIDESC), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (PIDCyP) y la Convención de los Derechos de las Niñas y los Niños, con el objeto de contribuir a que la 
evaluación de los derechos de las mujeres en la República Argentina sea completa, eficiente y veraz. 

II. VIOLENCIA CONTRA LA MUJER (ART. 1 CEDAW)  

Alarma que las mujeres y niñas sean las más expuestas a formas sistemáticas de violencia y abusos de poder que 
ponen en riesgo su salud física, sexual y mental4. La violencia de género, producto de la desigualdad de género, es 
un importante factor de vulnerabilidad de las mujeres para la infección del VIH/Sida. En este sentido, la gravedad de 
la situación se ilustra al considerar que desde 1987, año en el que se registró en nuestro país la primera mujer con 
SIDA, la razón hombre/mujer era de 14 hombres por cada mujer portadora, mientras que en 2005 ésta bajó a 2.24/1, 
indicando la feminización de la epidemia5. 

Preocupa que la legislación nacional y provincial sea obsoleta, quienes sufren violaciones son revictimizadas y el 
acceso a la justicia es muy desigual. Las respuestas estatales frente a la violencia contra mujeres y niñas se centran 
en la violencia familiar, intrafamiliar y/o doméstica. Cualquiera que sea su denominación, la concepción prevaleciente 
de estos abordajes es generalmente la de armonización de conflictos, con una lógica que prioriza la preservación de 
la familia sobre los derechos humanos de las personas. Pese a que se reconoce que las principales víctimas de 
violencia son las mujeres y las niñas, no se incorpora en el análisis de la problemática perspectiva sensible al género.  

 
1 Estos proyectos se realizan conjuntamente o en colaboración con municipios, universidades, sociedades vecinales, organizaciones no 
gubernamentales de mujeres, estudiantes y otras de la comunidad. 
2 En 1997 con otras 7 ONGs litigó contra el Ministerio de Salud por no proveer tratamiento para SIDA. La Corte Suprema de Justicia en la 
sentencia por este amparo en el 2000 dijo: “el Estado no solo debe abstenerse de interferir en el ejercicio de los derechos individuales sino que 
tiene además, el deber de realizar prestaciones positivas, de manera tal que el ejercicio de aquellos no se torne irrisorio” (CSIN, ASoc. 
Benghalenss y otros c/ Ministerio de Salud y Acción Social – Estado Nacional – s/ amparo ley 16986, sentencia del 01/06/2000, causa 
A186LXXXIV)   
3 Comité de Derechos humanos 2000, Comité DESC 1999, Comité CEDAW 2004, Comité de Derechos de los Niños y las Niñas 2002. 
4 Según la Dirección Nacional de Política Criminal en el año 2005 se reportaron en el país 10.318 delitos contra la integridad sexual, de las cuales 
3 154 fueron violaciones (es necesario recordar que en estos casos el subregistro es notorio).  
5 “Las mujeres no esperamos”:M.Bianco y F.Aranda, www.womenwontwait.org, octubre 2007. 



 

                                                           

Por otra parte, la figura de violación dentro del matrimonio no existe en la legislación nacional. Tampoco el acoso 
sexual está expresamente tipificado como delito, sólo el abuso sexual, por lo que quedan fuera de la previsión penal 
varios supuestos6. 

Una de las carencias más significativas por parte del Estado se evidencia en la falta de registro de datos que permita 
contar con datos verosímiles, comparables y coordinados que facilite el acceso a la necesaria información. Este 
déficit no contribuye a visualizar la intersección entre violencia contra mujeres y niñas y VIH/Sida, así como tampoco 
aporta elementos de juicio y conocimiento en favor de la elaboración de políticas públicas para la atención y 
prevención.  

En este sentido, preocupa la ausencia de estadísticas articuladas y confiables respecto de la tipología de delitos por 
violencia (física, sexual, psíquica), así como la falta de bases de datos informatizadas y estandarizadas en las 
instancias gubernamentales, incluso en el poder judicial. “No se cuenta con base de datos que pueda dar cuenta de 
la extensión, modalidades y gravedad de la violencia contra las mujeres. Las estadísticas que existen refieren sólo a 
las denuncias realizadas, al mismo tiempo que se informa que las denuncias sólo se presentan en un escaso 
porcentaje. Por ende, no se pueden tomar definiciones ni adoptar medidas en materia de políticas públicas, desde el 
momento en que no hay estadísticas serias y fidedignas que den cuenta de la dimensión real del problema de 
violencia contra las mujeres”7. 

En sus recomendaciones del año 2000 al Estado argentino, el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas 
manifestó en el párrafo 158: “...el Comité considera inquietante que, pese a importantes progresos, las actitudes 
tradicionales hacia la mujer sigan ejerciendo una influencia negativa en su disfrute de los derechos enunciados en el 
Pacto. Preocupa en especial al Comité la alta incidencia de casos de violencia contra mujeres, incluidas la violación y 
la violencia doméstica. También preocupan el acoso sexual y otras manifestaciones de discriminación en los sectores 
público y privado. El Comité observa asimismo que no se lleva sistemáticamente información sobre estos asuntos, 
que las mujeres tienen un escaso conocimiento de sus derechos y de los recursos de que disponen y de que no se 
tramitan debidamente las denuncias. El Comité recomienda que se emprenda una campaña de información en gran 
escala para promover el conocimiento que las mujeres tienen de sus derechos y de los recursos de que disponen. El 
Comité insta a que se reúnan sistemáticamente y se archiven datos fiables sobre la incidencia de la violencia y la 
discriminación contra la mujer en todas sus formas y a que se faciliten estos datos en el próximo informe periódico”. 
Como veremos, estas recomendaciones no fueron cumplidas hasta la fecha. 

Asimismo, alarma la persistente disminución del presupuesto del Consejo Nacional de la Mujer desde el año 20029, 
situación que viene siendo denunciada por el Movimiento de Mujeres y ha sido observado por el Comité CEDAW en 
reiteradas ocasiones10. Esta situación es especialmente grave, si se tiene en cuenta que el Consejo Nacional de la 
Mujer, es el Ente Rector de la aplicación de políticas a favor del mejoramiento de la situación de las mujeres. 

III. TRATA DE MUJERES Y EXPLOTACIÓN DE LA PROSTITUCIÓN DE LA MUJER (ART. 6 CEDAW) 

Si bien, como ya mencionamos, no se ha realizado ningún estudio formal por parte del Estado argentino, sobre la 
base del empobrecimiento general del país y de un documento elaborado por UNICEF en el 200111 se puede inferir 
que la situación de las mujeres en prostitución ha empeorado considerablemente, inclusive a edades cada vez más 
tempranas. Sin embargo, desde los mecanismos nacionales y locales no existen políticas para suprimir o disminuir la 
explotación de las mujeres. 

En este sentido, se puede afirmar que no existe ningún tipo de programa oficial hacia mujeres en prostitución, sea de 
apoyo, amparo o reconversión hacia otras actividades. Esta tarea, por el contrario, sólo la realizan algunos grupos 
feministas y confesionales. Esto se ve agravado debido a los reiterados abusos, apremios y detenciones ilegales por 
parte de las fuerzas policiales que sufren las mujeres en situación de prostitución. 

Ante numerosos casos que demuestran la existencia de redes poderosas, vinculadas a sectores políticos y policiales 
de explotación sexual extendidas a lo largo del territorio nacional12, preocupa la ausencia de normativa y planes 
dirigidos a combatir y erradicar la trata de mujeres. A pesar de que periódicamente los medios de comunicación 
informan de casos de jóvenes desaparecidas, que aparecen después de escapar de sus captores y relatan haber 
sido secuestradas y explotadas sexualmente en prostíbulos clandestinos, prácticamente no se tiene noticias de 
condenas o investigaciones judiciales-policiales que den cuenta de culpables o implicados/as. 

Tal como informábamos en ocasión de presentar el Informe Alternativo al Comité de la CEDAW, “[l]a prostitución 
como parte del crimen organizado a nivel mundial tiene en la Argentina un ejemplo desgarrador con las mujeres 
migrantes de República Dominicana, las que pueden ser consideradas —por la grave situación en la que se 
encuentran— como verdaderas esclavas sexuales. Estas mujeres son traídas hacia Buenos Aires por los proxenetas, 

 
6 Contrainforme Argentina al Comité de la Convención Interamericana Para Prevenir, Sancionar Y Erradicar la Violencia Contra La Mujer, Octubre 
2006. CLADEM Argentina. 
 
7 Chiarotti, Susana. Violencia Contra las Mujeres en América Latina y El Caribe. URL: http://www.socialwatch.org/es/informesTematicos/61.html. 
8 Cf. Naciones Unidas, Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos, Argentina, 3 de noviembre de 2000, CCPR/CO/70/ARG.  
9 Contrainforme CEDAW 2002, Actualización 2004. Disponible en www.feim.org.ar.  
10 Observaciones finales Comité CEDAW Argentina 2004. 
11 Cf. UNICEF (Oficina de Argentina), La niñez prostituída. Estudio sobre la explotación sexual comercial infantil en Argentina, Buenos Aires, 
octubre de 2001. 
12 Casos Marita Veron, Otoño Uriarte, Annagreth Wügler, Fernanda Aguirre, María Cristina Ojeda y Romina Gamarra. 



 

                                                           

repitiéndose invariablemente el mismo patrón de conducta: las mujeres son engañadas con la promesa de un trabajo 
legal; en el lugar de destino les son arrebatados sus documentos y son confinadas a vivir bajo las reglas de la 
violación, los castigos y el abuso de drogas”13. Existen al respecto múltiples denuncias en los juzgados argentinos14.  

Asimismo, otro caso que merece la atención del Consejo es el de las mujeres de origen paraguayo en prostitución, en 
su mayoría menores de edad. Según la investigación realizada por el programa periodístico “Telenoche Investiga”15 
trabajarían en prostíbulos ubicados en la zona de Escobar y Tigre, provincia de Buenos Aires. Estos locales 
funcionaban con la connivencia de funcionarios públicos y políticos. Las investigaciones judiciales provocaron la 
renuncia del Jefe de Policía de la provincia de Buenos Aires. 

Otra denuncia de gran gravedad efectuada ante Amnistía Internacional se refiere a la muerte violenta o la 
desaparición de al menos 26 mujeres en Mar del Plata, provincia de Buenos Aires, muchas de las cuales ejercían la 
prostitución. Si bien en una etapa inicial, las investigaciones judiciales habían atribuido estos crímenes a un asesino 
serial, el juez de la causa determinó posteriormente que 13 de las muertes y desapariciones estarían vinculadas a 
una organización de policías dedicada a la prostitución y el narcotráfico16.  

IV. DERECHOS SEXUALES Y REPRODUCTIVOS (ART. 12 CEDAW, ART. 12 PIDESC) 

Después de tres intentos fallidos, recién en octubre de 2002 se obtuvo la sanción de la Ley Nacional de Salud Sexual 
y Procreación Responsable (Ley nacional 25.673), que crea el Programa Nacional de salud sexual y procreación 
responsable (PNSSyR), en el ámbito del Ministerio de Salud. Este programa, basado en el respeto de los derechos 
sexuales y reproductivos, contempla la provisión de información y asesoramiento sobre anticonceptivos y su entrega 
gratuita en todos los servicios públicos de salud, así como por la seguridad social y los seguros de salud privados; 
atención y prevención de cáncer génito-mamario, atención de la violencia y prevención y atención de VIH/Sida e ITS. 
Abarca a la población general, sin discriminación alguna, por lo que incluye a adolescentes, así como a mujeres y 
varones. Sin embargo, la implementación es muy desigual, dependiendo del interés y la voluntad política de las 
autoridades provinciales, la capacitación del personal y la eficiencia de los canales de distribución de los insumos. 

Empero, los centros de salud confesionales quedan por la ley exceptuados de prescribir y suministrar métodos 
anticonceptivos, sin existir aún un registro ni una difusión adecuada de cuales son. Los médicos y profesionales de 
los centros estatales pueden aducir “objeción de conciencia” para no brindar esta atención, sin embargo su provisión 
debe estar asegurada en el mismo servicio y sin demoras. 

Siendo un país federal, las provincias y la Ciudad de Buenos Aires deben sancionar leyes equivalentes o adherir a la 
nacional17, lo que no fue cumplido por tres jurisdicciones: Formosa, Tucumán y San Juan18. Existe una variedad de 
leyes provinciales que tienen una gran heterogeneidad. Por su parte, tanto la ley nacional y también las de algunas 
provincias fueron objeto de iniciativas en contra por parte de grupos conservadores, que iniciaron causas en sede 
judicial.  

Si bien se distribuyen gratuitamente métodos anticonceptivos provistos por el PNSSyR, la calidad de la atención es 
aún muy dispar, las consejerías sobre anticonceptivos y derechos sexuales y reproductivos no existen o son de mala 
calidad. Desde 2007, el Ministerio de Salud compra y distribuye anticoncepción de emergencia, pero se trata de un 
método poco conocido por usuarios/as, y muy objetado por sectores conservadores por ser considerados abortivas. A 
esto se suma la escasa difusión entre el personal de salud, por tanto su cobertura es muy dispar.  

En agosto de 2006 se aprobó la Ley nacional N° 26.130 de Anticoncepción Quirúrgica, la cual regula el procedimiento 
para la realización de las prácticas médicas denominadas “ligadura de trompas de Falopio” y “ligadura de conductos 
deferentes o vasectomía” en todos los hospitales y clínicas, públicos o privados, del país19. La ley reconoce el 
derecho de todas las personas capaces y mayores de edad a acceder a estas prácticas de anticoncepción quirúrgica, 
previo consentimiento informado20. 

A más de un año de su entrada en vigor, debemos reportar que ha habido muchos casos en los que hospitales 
públicos, tanto provinciales como municipales, se han negado a practicar estas intervenciones, por rechazo de los 
profesionales y las autoridades a esta práctica y a veces temor de los médicos de quedar legalmente desprotegidos 
frente a un juicio por mala praxis21.  

Si bien entre los objetivos del PNSSyPR se encuentra “… brindar información a la población (…) estimulando la 
capacitación de educadores, trabajadores sociales, operadores comunitarios y equipos de salud…” la instalación 
efectiva de programas de educación sexual en las escuelas públicas, como lo estableció la ley 25673, no ha sido 
efectiva. En el año 2006 se aprobó la Ley Nacional 26.150 de Educación Sexual, la que establece que “todos los 

 
13 Lipszyc, Cecilia, “Xenofobia contra las mujeres”, Revista María, María, UNIFEM, junio de 2001. 
14 Cf. REDH (Red Solidaria por los Derechos Humanos); Diario Libre; Diario El Caribe. 
15 Canal 13 en el mes de julio del 2000, Canal 13. 
16Cf. diario Clarín, 6 de octubre de 2001. 
17 Actualmente poseen legislación propia 20 de los 25 distritos del país, la mayoría anterior a la ley nacional. Las provincias que aún no disponen 
de legislación son Formosa, San Juan y Tucumán. http://www.conders.org.ar/legisla_prov.html  
18 A través de la Ley provincial 5930, la provincia de San Juan incorporó parcialmente el Programa Nacional se Salud Sexual y Procreación 
Responsable.  
19 Entró en vigor el 7 de septiembre de 2006. www.conders.org.ar 
20 Los médicos tratantes deben informar de manera clara, completa y adaptada a las necesidades del solicitante, las características y efectos de la 
intervención, y las posibilidades de acceder a otros métodos anticonceptivos no quirúrgicos. 
21 Ver www.pagina12.com.ar. Ligaduras inaccesibles para pobres, 28 de julio de 2007. 



 

                                                           

educandos tienen derecho a recibir educación sexual integral en los establecimientos educativos públicos, de gestión 
estatal y privada de las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipal…” y 
crea el Programa Nacional de Educación Sexual Integral, dentro de la órbita del Ministerio de Educación de la 
Nacion. 

La sanción de esta ley es un hecho auspicioso, pero lamentamos que a pesar del tiempo transcurrido el Ministerio de 
Educación de la Nación (órgano de aplicación de esta ley) aún no ha puesto en marcha este programa según lo 
establece la ley. 

 

V. SITUACIÓN DEL ABORTO (ARTS. 1 Y 12 CEDAW, ARTS. 1 Y 6 PIDCYP) 

En Argentina el aborto está tipificado por el Código Penal como un delito contra la vida y la persona, el que establece 
reclusión o prisión para quien lo efectúa y para la mujer que se causara o consintiera esa práctica. El artículo 86 
reconoce dos excepciones en las que el aborto no es punible: 1) si el aborto “se ha hecho con el fin de evitar un 
peligro para la vida o la salud de la madre y si este peligro no puede ser evitado por otros medios”, y 2) “si el 
embarazo proviene de una violación o de un atentado al pudor cometido sobre una mujer idiota o demente. En este 
caso, el consentimiento de su representante legal deberá ser requerido para realizar el aborto”22. 

A pesar de que desde 1984 se han presentado en el Congreso de la Nación cerca de 30 proyectos de ley para 
despenalizar el aborto parcial o totalmente, hasta la fecha ninguno de ellos ha recibido tratamiento en el recinto. 

En esta oportunidad, debemos reconocer la propuesta de reforma del Código Penal elaborada por una comisión de 
expertos creada en el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos en julio de 2006, en la que se consideraba “no 
punible a la mujer cuando el aborto se practicare con su consentimiento y dentro de los tres meses desde la 
concepción, siempre que las circunstancias lo hicieran excusables”23. Sin embargo, este anteproyecto no continuó 
discutiéndose, ya que fue retirado por el Poder Ejecutivo.  

A pesar de que la legislación contempla casos en que el aborto no es punible, las mujeres en esas situaciones no 
pueden acceder a un aborto legal y seguro en los servicios públicos de salud. Los profesionales de estos servicios 
insisten en exigir autorización judicial para proceder a interrumpir el embarazo, motivados por el temor a ser 
perseguidos penalmente por el delito de aborto o por mala praxis; otras veces se niegan a realizar el procedimiento 
por motivos personales: objeción de conciencia. En los últimos años ha habido reiteradas sentencias de tribunales 
que han remarcado la no punibilidad de estos abortos y consideran improcedente esta solicitud ya que esta es una 
indicación médica y el Código Penal es claro al respecto24.  

Recientemente, provincias como Buenos Aires y Mendoza, así como la Ciudad de Buenos Aires, han reglamentado la 
atención en hospitales públicos de los abortos no punibles según el Código Penal. Aún no hay una norma nacional al 
respecto dictada por el Ministerio de Salud de la Nación. 

En el año 2000, el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas señaló, en respuesta al informe periódico 
presentado por la Argentina25 que, “[p]reocupa al Comité que la criminalización del aborto disuada a los médicos de 
aplicar este procedimiento sin mandato judicial incluso cuando la ley se lo permite”. El Comité recomendó la 
eliminación de todos los obstáculos al aborto cuando éste no está penalizado por la ley y la modificación de la 
legislación nacional para autorizar el aborto en todos los casos de embarazo por violación26. 

El aborto en Argentina continúa siendo la principal causa de Mortalidad Materna y constituye una injusticia social 
porque afecta a las mujeres más pobres. En el 2000 los egresos en los hospitales públicos por aborto aumentaron un 
46% en relación a 199527. Este aumento se puede relacionar con la crisis económica, que puede haber llevado a más 
mujeres a interrumpir el embarazo en condiciones de riesgo, y a la pérdida de la cobertura social de amplios sectores 
de la población debido al desempleo y la precarización laboral.  

Hoy amplios sectores del país reclaman la despenalización del aborto. Es imprescindible modificar la legislación y 
garantizar el Estado el acceso de todas las mujeres y niñas sin discriminación de ningún tipo a esta atención en los 
hospitales públicos. Esto cobra mayor urgencia tomando en cuenta la reciente sucesión de casos con amplia 
repercusión mediática28 en los que a pesar de contar con un recurso legal para decidir sobre sus derechos 
reproductivos, las víctimas de estos casos no pudieron acceder al mismo, fueron discriminadas, vieron violado su 
derecho a acceder a un aborto seguro dentro del sistema público de salud, e incluso se vulneró su derecho a la vida. 

 
22 Código Penal, Libro Segundo, Título I, capítulo I. 
23 Comisión para la Elaboración del Proyecto de ley de Reforma y Actualización Integral del Código Penal, Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos. http://www.jus.gov.ar/guia/content_codigo_penal.htm. 
24 Ver Hoja Informativa N° 03/ CEDES ,FEIM ,IPPF WH , Junio 2007 de despenalización.org.ar, Zamberlin, N.,“El aborto en la Argentina”. 
25 Tercer informe periódico (CCPR/C/ARG/98/3). 
26 Comité de Derechos Humanos, “Observaciones Finales del Comité de Derechos Humanos: Argentina 3/11/2000”, documento UN 
CCPR/CO/70/ARG, pár. 14. 
27 El aumento de 46% corresponde al promedio nacional. En algunas provincias el aumento de los egresos por aborto entre 1995 y 2000 triplica el 
promedio nacional: Provincia de Buenos Aires 70%, La Rioja 143%, Misiones 62%, San Luis 148% y Santa Cruz 69%. Hoja Informativa N° 03/ 
CEDES ,FEIM ,IPPF WH , Junio 2007 de despenalización.org.ar, Zamberlin, N.,“El aborto en la Argentina”. 
28 http://www.clarin.com/diario/2005/06/29/um/m-1004763.htm; http://www.clarin.com/diario/2006/11/15/um/m-01309945.htm; 
http://www.clarin.com/diario/2006/11/16/um/m-01310708.htm; http://www.pagina12.com.ar/diario/elpais/1-71329-2006-08-13.html 



 

                                                           

El caso de Ana Maria Acevedo en la provincia de Santa Fe29, que murió por la negativa de los médicos a realizarle un 
aborto terapéutico que llegó a negarle el tratamiento para el cáncer que padecía por el embarazo, es un ejemplo de 
esta situación que denunciamos.  

Por otro lado, más allá de la legalidad o ilegalidad del aborto, el Estado debe garantizar la adecuada atención post-
aborto a las mujeres con complicaciones de abortos inseguros, y debe hacer todo lo que esté a su alcance para evitar 
la reiteración de abortos y preservar su salud y su vida. La consejería anticonceptiva no se brinda en los servicios 
públicos y una alta proporción de estos casos son dados de alta sin recibir consejería ni la indicación/provisión de un 
método anticonceptivo30. 

En el 2004 las autoridades sanitarias nacionales y provinciales acordaron la necesidad de disminuir la mortalidad 
materna y “garantizar que la mujer en situación de aborto no sea discriminada y reciba una atención humanizada, 
rápida, efectiva y con asesoramiento y provisión de insumos anticonceptivos”31. Esto aún no se cumple en la mayoría 
de las provincias, como lo evidenció el último caso de la joven con déficit mental, oriunda de la provincia de Entre 
Rios, que resultó embarazada producto de una violación y que para recibir la atención médica solicitada por la madre, 
denegada por los servicios de salud debido a una acción legal interpuesta por la jueza de menores que fue 
rechazada por la justicia, debió ser trasladada a la provincia de Buenos Aires para su atención por la negativa de los 
servicios públicos32.  

El Plan Federal de Salud elaborado por el Consejo Federal de Salud para el período 2004-2007 incluyó metas 
respecto de la atención post-aborto que no fueron cumplidas33. En el año 2005 el Ministerio de Salud de la Nación 
elaboró la “Guía para el manejo del aborto incompleto”34, que reúne una serie de pautas para los profesionales que 
intervienen en la atención, pero aún no se registra su aplicación en todo el país. 

VII. RECOMENDACIONES 

• Erradicar los estereotipos culturales sexistas que persisten en la sociedad y se perpetua a través de la 
cultura, la educación y en las familias.  

• Garantizar datos confiables y adecuados que permitan el monitoreo y mejor diseño de las políticas públicas. 
Asegurar estadísticas y datos oficiales desagregados por sexo, edad, etnia, sobretodo referidos a violencia contra 
mujeres y niñas e implementación de derechos sexuales y reproductivos incluso el VIH/Sida. 

• Adoptar una política pública que enfrente las relaciones de la violencia contra las mujeres y las niñas y el VIH 
– SIDA, promoviendo su tratamiento integral y prevención. 

• Desarrollar e implementar protocolos de atención para todas las mujeres y niñas víctimas de violencia familiar 
y sexual, que deberán ser implementados por los servicios de salud, justicia y seguridad que asistan a las víctimas, 
garantizando en los casos de violación el tratamiento de profilaxis post exposición al HIV, así como a la 
anticoncepción hormonal de emergencia para prevención del embarazo y otras formas de atención de las 
emergencias incluidos los aspectos legales y psicológicos. 

• Legislar y universalizar estándares sobre acoso sexual en el trabajo, garantizando el debido proceso. 

• Combatir de manera eficaz la trata de mujeres y la explotación sexual.  

• Garantizar el cabal cumplimiento de la Ley Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable (Ley 
nacional 25.673), en todo el país y bregar por la adhesión a la ley de las provincias que todavía no lo hicieron. 

• Implementación efectiva de la Educación sexual con perspectiva de género en las escuelas públicas y 
privadas del sistema educativo formal en todos los niveles. Creación del Programa Nacional de Educación Sexual en 
el Ministerio de Educación y mayor celeridad en su implementación efectiva en todo el territorio nacional. 

• Garantizar el acceso efectivo de las mujeres y adolescentes a los programas públicos de salud sexual y 
reproductiva, los que deben mejorar la calidad de su atención (consentimiento informado, consejerías, personal 
capacitado, provisión de todos los MAC incluso la AE).  

• Despenalizar el aborto. Garantizar la atención adecuada y gratuita del aborto no punible en las diversas 
instancias de la salud pública, sin que medie intervención judicial a través de una norma nacional que sea aplicada en 
todas las provincias y municipios.  

• Garantizar una adecuada atención post-aborto, que incluya consejería así como asesoramiento en 
anticoncepción y provisión a todas las mujeres que se internan por aborto. 

 
29 http://www.pagina12.com.ar/diario/suplementos/rosario/10-2007-05-21.html. 
30 Un estudio en un hospital público de la Ciudad de Buenos Aires mostró que 55% de las mujeres internadas por aborto no recibió información 
sobre métodos anticonceptivos antes del alta (Romero, M.; Zamberlin, N. Y Gianni, M.C.: “La calidad de la atención en las complicaciones de 
aborto: un desafío para la salud pública y los derechos humanos”. Trabajo presentado en el 11mo Congreso Mundial de Salud Pública, Río de 
Janeiro, Brasil, 2006). 
31 “Compromiso para la Reducción de la Mortalidad Materna” Dirección Nacional de Salud Materno Infantil, Ministerio de Salud de la Nación, 6 de 
octubre de 2004. www.conders.org.ar  
32 http://www.pagina12.com.ar/diario/sociedad/3-91886-2007-09-24.html. 
33 Hoja Informativa N° 03/ CEDES ,FEIM ,IPPF WH , Junio 2007 de despenalización.org.ar, Zamberlin, N.,“El aborto en la Argentina”. 
34 www.msal.gov.gov.ar/htm/site/promin/UCMISALUD/publicaciones/publicaciones.htm. 



 
• Desarrollar acciones afirmativas y planes de igualdad de oportunidades en el ámbito del trabajo y en el 
combate a la pobreza. También en ámbitos institucionales nacionales, provinciales y locales. 

 

Buenos Aires, 19 de noviembre de 2007 


